
 

 

**********1 

VS  

DIRECTOR GENERAL DE LA 

COMISIÓN ESTATAL DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DE 

TIJUANA 

EXPEDIENTE 1870/2018 SA. 

 

Tijuana, Baja California, a cinco de agosto de dos mil 

veinticuatro. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA en la que se decreta el sobreseimiento en 

el juicio por falta de interés jurídico.  

G L O S A R I O 

 

 

Ley del Tribunal Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del 

Estado el dieciocho de junio de dos mil 

veintiuno. 

Ley del Tribunal Anterior Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el siete de agosto de 

dos mil diecisiete. 

Código de Procedimientos Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Baja California. 

Director  Director General de la Comisión Estatal 

de Servicios Públicos de Tijuana. 

 

A N T E C E D E N T E S: 

 

1.- El cuatro de septiembre de dos mil dieciocho la parte actora 

interpuso juicio contencioso administrativo en contra de la 

determinación del crédito fiscal que emana de la cuenta **********2 

emitida por el Director. 

 

2.- El cuatro de septiembre siguiente se admitió la demanda y 

se emplazó a las autoridades demandas, quienes al contestar la 

demanda, plantearon una causal de improcedencia y sostuvieron la 

legalidad de la resolución impugnada. 

 

3.- Mediante proveído del trece de noviembre de dos mil diecinueve 

se dio vista a las partes, a fin de que, en el plazo de cinco días presentaran 

sus alegatos, en el entendido de que, una vez transcurrido dicho plazo, con  
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desahogo o sin él, se tendría a las partes citadas para sentencia, sin que a la 

fecha de emisión de la presente sentencia hubieran ejercido su derecho. 

 

4.- Por acuerdo de seis de septiembre de dos mil veintitrés se 

acordó la recepción del expediente en que se actúa por este Juzgado 

Quinto Auxiliar con residencia en Tijuana para auxiliar al Juzgado 

Cuarto con residencia en Tijuana en el dictado de la sentencia, dando 

vista a las partes para que, en el término de tres días, manifestaran lo 

que a su interés convenga, ejerciendo su derecho únicamente la 

autoridad demanda, consecuentemente ya se está en condiciones de 

dictar el presente fallo y, 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.- Competencia. Este Juzgado Quinto Auxiliar con 

residencia en Tijuana es competente para resolver el presente juicio, en 

virtud de que  le compete conocer de actos o resoluciones de carácter 

fiscal que se promuevan ante este Tribunal, así como por la ubicación 

del domicilio señalado por la parte actora, el cual se encuentra en la 

circunscripción territorial de este Juzgado, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1, 21, 22, fracción II, antepenúltimo y último 

párrafo, y 45 de la Ley del Tribunal Anterior, aplicable por disposición 

del Artículo Tercero Transitorio de la Nueva Ley del Tribunal, publicada 

el dieciocho de junio de dos mil veintiuno en el Periódico Oficial del 

Estado, y acuerdos de Pleno de este Tribunal adoptados el trece de 

julio y veintitrés de agosto de dos mil veintitrés. 

 

SEGUNDO.- Existencia del acto impugnado. La existencia del 

acto impugnado quedó debidamente acreditada en autos con la 

exhibición del original que aportó la parte actora y con el 

reconocimiento expreso de su emisión de la autoridad al contestar la 

demanda, de conformidad con los artículos 285, fracción III, 322, 

fracción V, 323, 400 y 405 del Código de Procedimientos de aplicación 

supletoria. 

 

 



 

 

 

 

 

TERCERO. - Procedencia. Por ser una cuestión de orden público 

y de estudio preferente, se procede a analizar las causales de 

improcedencia y sobreseimiento hechas valer por las autoridades 

demandadas. 

 

En su contestación, las autoridades demandadas expresan 

como única causal de improcedencia la falta de interés jurídico de la 

parte actora, aduciendo que el acto controvertido no trastoca la 

esfera jurídica de la parte actora por encontrarse dirigido a una tercera 

persona, esto es, a Francisco Zepeda Gómez, además de que la 

accionante no acredita ostentar el cargo de albacea del referido 

deudor, por lo que, considera que se actualiza la causal de 

improcedencia prevista por la fracción II del artículo 40 de la Ley del 

Tribunal Anterior, que a continuación se transcribe: 

 

“Artículo 40.- El juicio ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es 

improcedente contra actos o resoluciones: 

[...] 

II.-Que se haya consumado de modo irreparable o que no afecten el interés jurídico 

del demandante, entendiéndose por éste, la afectación de un derecho subjetivo o 

la lesión objetiva al particular derivada de un acto administrativo o por una resolución 

de las autoridades fiscales contrarios a la ley.” 

 

En atención a lo anteriormente relatado, así como de las 

constancias que obran en autos, este Juzgador estima le asiste la razón 

a la autoridad demandada. 

 

En efecto, del artículo supra transcrito, se desprende que, para 

que sea procedente el juicio ante el Tribunal, es menester que el acto 

que se pretende impugnar cause una afectación al interés jurídico del 

demandante, ya sea de un derecho subjetivo o la lesión objetiva, pero 

derivada directamente de dicho acto administrativo por ser contrario 

a la ley. 

 

Además, es menester precisar que, en el juicio contencioso 

administrativo, la afectación del interés jurídico debe acreditarse en 

forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones conforme a  

 

 



 

 

 

 

 

la jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que enseguida se transcribe:1 

 

“INTERES JURIDICO, AFECTACION DEL. DEBE PROBARSE FEHACIENTEMENTE. En el juicio 

de amparo, la afectación del interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente 

y no inferirse con base en presunciones.” 

 

 

Ahora bien, en su escrito de demanda, la parte actora señaló 

como acto impugnado la determinación del crédito fiscal que emana 

de la cuenta **********2 emitida por el Director; de igual forma expuso 

que en vida fue la concubina de **********3 y que comparecía a juicio 

contencioso a nombre propio y en representación del hijo supérstite de 

ambos.  

 

No obstante lo anterior en el caso concreto la parte actora fue 

omisa en acreditar que legalmente fuera la albacea de la sucesión a 

bienes de **********3 heredera supérstite habida cuenta que no aportó 

el documento oficial emitido por la autoridad judicial familiar mediante 

el cual se le reconociera dicho carácter, lo cual era su obligación a 

efecto de demostrar la titularidad con la cual se ostentó. 

 

Sirve de apoyo a lo anteriormente relatado la tesis cuyo rubro y 

contenido es del tenor siguiente: 

 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA ACTORA 

OFRECER LA PERICIAL GRAFOSCÓPICA CUANDO ARGUMENTA QUE EL ACTO 

ADMINISTRATIVO IMPUGNADO CARECE DE FIRMA AUTÓGRAFA, PUES ESE HECHO, 

AUNQUE NEGATIVO, IMPLICA LA AFIRMACIÓN DE QUE AQUÉLLA ES FACSIMILAR. Si en 

la demanda de nulidad la parte actora afirmó que el mandamiento de ejecución 

cuya nulidad demandó carece de firma autógrafa del funcionario que lo expidió, 

ese hecho, aunque negativo, implica la afirmación de otro consistente en que la 

firma que obra en el acto administrativo es facsimilar, por lo que con fundamento en 

el artículo 82, fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la materia fiscal, por disposición del artículo 197 del código tributario, 

corresponde a la parte actora la carga de la prueba a fin de demostrar ese hecho, 

sin que sea suficiente para cumplir con ella que la demandante exhiba el documento 

que contiene el mandamiento cuestionado, ya que a simple vista no puede 

determinarse si la firma objetada es o no autógrafa, sino que es necesario que en 

este caso se ofrezca la prueba pericial grafoscópica, a efecto de que un perito 

especializado determine si la firma impugnada es o no original. Así pues, si la parte 

actora incumple con esa carga procesal prevalecerá la presunción de validez del  

 

 

 

 

 
1 Registro digital: 206,338, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Octava Época, Instancia: Segunda Sala, 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 82, Octubre de 1994, Tesis: 2a./J. 16/94, Página: 

17. 



 

 

 

 

 

 

 

 

acto de autoridad, de acuerdo con el artículo 68 del Código Fiscal de la 

Federación.2” 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 185116 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Novena Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: II.2o.C.390 C        

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVII, Enero de 2003, 

página 1827 

Tipo: Aislada 

 

PERSONALIDAD EN EL AMPARO DE QUIEN PROMUEVE COMO ALBACEA DE UNA 

SUCESIÓN. RESULTA IDÓNEA PARA ACREDITARLA LA COPIA CERTIFICADA DE LA 

DILIGENCIA DE ACEPTACIÓN Y PROTESTA DE ESE CARGO. El artículo 12 de la Ley de 

Amparo dispone que para acreditar la personalidad en los juicios de garantías, en los 

casos no previstos por dicho ordenamiento, hay que ajustarse a la forma que 

determine la ley que rija en la materia de la que emane el acto reclamado; por tanto, 

en el juicio de amparo promovido por quien dice ser albacea de una sucesión, resulta 

idónea para justificar tal calidad la diligencia judicial en la que la persona sobre quien 

haya recaído la designación de albacea acepta y protesta el cargo, pues es en 

dicha actuación donde se confiere tal nombramiento. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión (improcedencia) 218/2002. Sucesión a bienes de Guillermo 

Medina Balderas, por conducto de su albacea Susana Guisa Cruz. 29 de octubre de 

2002. Unanimidad de votos. Ponente: Javier Cardoso Chávez. Secretario: José Isabel 

González Nava. 

 

Luego entonces, si en el presente juicio la parte actora no es la 

destinataria de la determinación del crédito fiscal controvertido ni tiene 

cargo de albacea o reconocido el carácter de heredera, es dable 

concluir que surte la causal de improcedencia del juicio prevista en el 

artículo 40, fracción II, de la Ley del Tribunal Anterior consistente en la 

falta de interés jurídico procesal, lo cual era obligación de la parte 

actora demostrar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 277 

del Código de Procedimientos, de aplicación supletoria a la Ley del 

Tribunal Anterior, lo que no aconteció en la especie. 

 

Apoya lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, que enseguida 

se transcribe:3 

 

“INTERÉS JURÍDICO. LOS TRIBUNALES DE AMPARO ESTÁN OBLIGADOS A EXAMINAR LAS 

PRUEBAS OFRECIDAS PARA JUSTIFICAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE GARANTÍAS,  

 
2 Registro digital: 174295, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, 

Materias(s): Administrativa, Tesis: XXIII.3o. J/8, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 1174, Tipo: Jurisprudencia. 

 
3Registro digital: 177,925, Tesis aislada, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados 

de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXII, Julio de 2005, Tesis: III.2o.A.44 K, 

Página: 1454. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

INDEPENDIENTEMENTE DE LA NATURALEZA DE LOS ACTOS RECLAMADOS. Los tribunales de 

amparo sí están facultados e incluso, tienen la obligación de examinar las pruebas 

aportadas por el quejoso para justificar su interés jurídico, en atención a lo considerado 

y de acuerdo con criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

respecto de que las cuestiones de improcedencia del juicio de garantías son de orden 

público y deben estudiarse oficiosa y preferentemente. Sin que obste a lo anterior la 

naturaleza de los actos reclamados, pues aun las particularidades de la materia 

agraria no pueden desvincularse de las bases fundamentales que rigen el juicio de 

garantías. Ahora bien, el hecho de que los tribunales de amparo examinen la eficacia 

probatoria de un contrato de cesión de derechos en el que se transmite la propiedad 

de un inmueble, no significa que a través del juicio de garantías se resuelva en definitiva 

el derecho relativo a la propiedad o se decida acerca de la validez o no de tal 

documento para acreditar ese derecho, pues lo único que se pretende es determinar 

si, con dicho acto, se demuestra que lo reclamado irrumpió de manera inconstitucional 

en la esfera jurídica del quejoso y, con ello, se garantizaría la legalidad y certeza 

jurídica que debe imperar en ese tipo de operaciones y evitar que el juicio de amparo 

sea utilizado con fines desleales.” 

 

En las relatadas condiciones, el presente juicio debe 

sobreseerse, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 41, 

fracción II, de la Ley del Tribunal Anterior, al actualizarse la causal de 

improcedencia prevista por la fracción II del artículo 40 arriba citado, 

porque el acto impugnado no afecta el interés jurídico la demandante. 

 

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos 40, fracción II, 

y 41, fracción II, y 82, de la Ley del Tribunal Anterior, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

ÚNICO. Se decreta el sobreseimiento en el presente juicio. 

 

Notifíquese por Boletín Jurisdiccional a las partes. 

 

Así lo resolvió el Licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, 

Primer Secretario de Acuerdos del Juzgado Quinto Auxiliar con 

residencia en Tijuana del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 12 de 

la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado el dieciocho de junio de 

dos mil veintiuno, quien firmó ante la presencia de la Secretaria de 

Acuerdos, Licenciada Angélica Islas Hernández, quien da fe.   

 

JVM/ISLAS 

 



 

1 ELIMINADO: Nombre del actor en página 1 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 
 
2 ELIMINADO: Cuenta en páginas 1 y 2 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 
 
3 ELIMINADO:  Nombre en página 2 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

LA SUSCRITA, ANGÉLICA ISLAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA DE ACUERDOS 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ----------------------------------------------------------- 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR EL 

MAGISTRADO DEL JUZGADO QUINTO AUXILIAR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, EN FECHA CINCO DE 

AGOSTO DEL DOS MIL VEINTICUATRO, RELATIVA AL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 1870/2018 S.A., EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE 

RESERVADOS Y/O CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO 

CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; 

VERSIÓN QUE VA EN 6 (SEIS) FOJAS ÚTILES. ------------------------------------------ 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO EN LOS 

ARTÍCULOS 80 Y 83, FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES 

PÚBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE SE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE TIJUANA, BAJA CALIFORNIA, VEINTISÉIS DE AGOSTO DE DOS 

MIL VEINTICUATRO, DOY FE. --------------------------------------------------------------- 
 

 

 


